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consecuencias derivadas de su incumplimiento”. A estos efectos, su artículo 12 6reconoce el 
derecho de todas las personas a acceder a la “información pública”, en los términos previstos 
en el artículo 105.b) de la Constitución7 y desarrollados por dicha norma legal. Por su parte, 
en el artículo 13 de la LTAIBG 8se define la “información pública” como  

“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder 
de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”. 

En función de los preceptos mencionados la LTAIBG reconoce y regula el derecho a acceder a 
información pública que esté en posesión del organismo al que se dirige bien porque él mismo 
la ha elaborado, bien porque la ha obtenido en el ejercicio de las funciones que tiene 
encomendadas con el requisito de que se trate de un sujeto incluido en el ámbito de aplicación 
de la propia Ley. 

4. El objeto de la presente reclamación se circunscribe al Acta del pleno del ayuntamiento de 
Melilla del año 1921 y de 8 de octubre de 1976, la documentación sobre el encargo de la 
estatua del Comandante Franco de Melilla (contratos, facturas, albaranes, pagos, etc...), el 
expediente completo de declaración como bien BIC del conjunto histórico de Melilla y de todas 
las actuaciones que se han llevado en sus inmuebles y equivalentes en los 7 últimos años y la 
especificación de la protección de que disfrutan los inmuebles sitos en el conjunto histórico de 
Melilla como bien BIC y su normativa aplicable para cualquier actuación que se realice en ellos 

A la fecha de la firma de la presente resolución no se han recibido alegaciones por parte de la 
Ciudad Autónoma de Melilla. Este hecho ha supuesto que este Consejo no haya podido 
confrontar la opinión de la administración reclamada con lo expuesto en la reclamación. En 
consecuencia, el Consejo ha tenido que realizar, únicamente con los elementos de que dispone 
en el expediente y en el marco de la normativa aplicable y de la jurisprudencia existente, la 
determinación de si la información constituye o no información pública y por lo tanto lo 
solicitado se encuadraría dentro de la definición de información pública de los artículos 12 y 13 
de la LTAIBG. Es obvio que las actas de los ayuntamientos, los documentos correspondientes al 
encargo de la estatua (contratación) y el expediente de declaración de Bien de Interés Cultural 
del conjunto histórico de Melilla son documentos elaborados por, o en poder de, la 
administración pública melillense en el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas y 
que por tanto, constituye información pública a los efectos de la LTAIBG. 

6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12 
7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229&tn=1&p=20110927#a105 
8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a13 
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Igualmente debe tenerse en cuenta la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de diciembre de 
2019, (rec 316/18) para dilucidar si existe un límite temporal respecto a la información que es 
posible suministrar. Así, se indica en la misma «No consideramos justificado el límite temporal 
que propugna la contestación a la demanda para el ejercicio del derecho de acceso a la 
información. Ni en el artículo 105 b) de la Constitución, ni en ningún precepto de la L 19/2013, 
que regula en su artículo 18 las causas de inadmisión de las solicitudes de acceso, se establece. 
Y tampoco se advierte la razón que podría fundamentarlo a la vista de la definición que hace el 
artículo 13 de la información pública susceptible de acceso: "los contenidos o documentos, 
cualquiera que sea su formato y soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos 
en (...) [su] ámbito de aplicación (...) y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de 
sus funciones". La transparencia perseguida por el legislador lleva a la conclusión opuesta». 

Asimismo la Sentencia del Tribunal Supremo 306/2020, de 3 marzo de 2020 (rec 600/18) 
aclara dicha cuestión al indicar «Conviene tener en cuenta, como consideración preliminar, que 
la entrada en vigor de la Ley 19/2013, tuvo lugar, en lo que ahora interesa, al año de su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado, de 10 de diciembre de 2013, según establece la 
disposición final novena. Repárese que el derecho de acceso a la información pública se regula 
en uno de los capítulos (Capítulo III) del Título I, y tanto el Título preliminar, como los Títulos I y 
III entraron en vigor al año de su publicación (día 10 de diciembre de 2014), como establece la 
citada disposición final. 

De modo que hasta la entrada en vigor de la Ley, respecto de ese Título I, no se podía ejercer el 
derecho de acceso a la información pública en los términos que se establece en la citada Ley, lo 
que no significa, necesariamente, que el derecho de acceso solo pudiera ejercitarse, o referirse, 
respecto de la información pública elaborada a partir de esa fecha. Por ello, la primera cuestión 
de interés casacional que se plantea en el auto de admisión es si el derecho de acceso puede 
ejercerse únicamente respecto de la información pública elaborada o adquirida a partir de 
dicha entrada en vigor de la Ley, o si resulta de aplicación también a la información pública 
anterior a esa fecha. 

Ciertamente, la Ley 19/2013, establece, de conformidad con el art. 105.b) CE, el régimen 
jurídico general para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública del que "son 
titulares todas las personas" (apartado 3 del preámbulo), con los límites que establece el 
artículo 14 de la citada Ley (seguridad nacional; defensa; relaciones exteriores; seguridad 
pública; prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o 
disciplinarios; la igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva; la 
funciones de vigilancia, inspección y control; los intereses económicos y comerciales; la política 
económica y monetaria; el secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial; la 
garantía de confidencialidad; y la protección del medio ambiente). El reconocimiento del 
derecho de acceso es, por tanto, general, y los límites expresos y específicos. 
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Téngase en cuenta que esta Ley "no parte de la nada ni colma un vacío absoluto, sino que 
ahonda en lo ya conseguido" (apartado II del preámbulo), citando al efecto el artículo 105.b) de 
la CE y el artículo 37 de la Ley 30/1992 (ahora el art.13 Ley 40/2015, y aquellas materias 
sectoriales, reguladas por nuestro derecho interno y por normas de la Unión Europea, que 
permitían el acceso a información pública en algunas materias concretas. De manera que se 
pretende hacer una regulación general, completa y acabada del derecho de acceso a la 
información pública. 

Viene al caso reparar que por información pública debemos entender aquellos contenidos o 
documentos, según dispone el artículo 13 de la Ley 19/2013, cualquiera que sea su formato o 
soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 
este título (Título I) y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones. 
Sin que se aporte, en lo que hace a la primera cuestión de interés casacional que examinamos, 
referencia alguna sobre el momento temporal, estableciendo un límite transitorio, en el que se 
elabora o adquiere dicha información pública, que es objeto del ejercicio del derecho de acceso. 

La Ley 19/2013 no contiene, en definitiva, ninguna limitación del derecho de acceso a la 
información por razón de la antigüedad o actualidad de la información pública respecto a la 
que se solicita el acceso. De modo que no procede crear por vía jurisprudencial dicha limitación 
que la ley no establece y que tampoco se infiere ni del preámbulo ni del régimen jurídico que 
alumbra, respecto del derecho de acceso. Téngase en cuenta que no se destina ninguna norma 
transitoria que establezca diferencias o límites en función de la fecha de la información pública 
que se requiere. Ni tampoco se establece ninguna limitación, como antes señalamos, cuando se 
regulan los límites del derecho de acceso en el artículo 14 de la Ley 19/2013 -EDL 2013/232606-
. En fin, tampoco se gradúa la intensidad del derecho de acceso en función de la fecha de la 
información pública, ni se limita de ningún modo el acceso por razón de la antigüedad de la 
información pública a la que se pretende acceder. 

La Ley 19/2013, conviene insistir en lo antes apuntado, regula con carácter general el derecho 
de acceso a la información pública, siendo consciente que no es una regulación completamente 
nueva en lo relativo al derecho de acceso, porque ya se había desarrollado este derecho en 
otras disposiciones de nuestro ordenamiento. En concreto, al amparo de la previsión contenida 
en el art. 105.b) de la CE y del artículo 37 de la Ley 30/1992, ya se venía reconociendo el 
derecho de los ciudadanos a acceder a los registros y documentos que se encuentren en los 
archivos administrativos. De manera que lo que pretende la Ley 19/2013 es corregir las 
deficiencias que han sido puestas de manifiesto de forma reiterada al no ser todo lo claro que 
debería el objeto del derecho de acceso, al estar limitado a documentos contenidos en 
procedimientos administrativos ya terminados, y al resultar su ejercicio extraordinariamente 
limitado en su articulación práctica”. 
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- Expediente completo de declaración como bien BIC del conjunto histórico de Melilla y de 
todas las actuaciones que se han llevado en sus inmuebles y equivalentes en los 7 
últimos años. 

- Especificación de la protección de que disfrutan los inmuebles sitos en el conjunto 
histórico de Melilla como bien BIC y su normativa aplicable para cualquier actuación que 
se realice en ellos. 

TERCERO: INSTAR a la Consejería de Presidencia y Administración Pública de la Ciudad 
Autónoma de Melilla a que, en el mismo plazo máximo de veinte días hábiles, remita a este 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno copia de la información enviada al reclamante.  

De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno9, la Reclamación prevista en el 
artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas10. 

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer 
Recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de 
lo Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) 
de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa11. 

 
EL PRESIDENTE DEL CTBG 

Fdo: José Luis Rodríguez Álvarez 

9 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a23  
10 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&tn=1&p=20181206#a112  
11 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&tn=1&p=20181206#a9  
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